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RECURSO DE REVISIÓN 1314/2024-2

      RECURSO DE REVISIÓN 1314/2024-2

COMISIONADA PONENTE: 

M.A.P.P.P. SARA VIRIDIANA TAPIA RINCÓN 

SUJETO OBLIGADO:

H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la Sesión Ordinaria de 06 seis de noviembre de 2024 dos mil veinticuatro. 
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y

R E S U L T A N D O:

I. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia con folio 240474424000501, el 07 siete de agosto de 2024 dos mil veinticuatro, el H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, recibió una solicitud de acceso a la información pública en donde se le pidió la información siguiente
: 

“Requiero COPIA DIGITAL de todas las facturas pagadas durante la actual administración municipal 2021-24 a los siguientes proveedores:
 -S & I Consulting, S.A. de C.V. 
-MDSC Project, S.A.P.I de C.V. -El Remate del Bodegón, S.A. de C.V.
 -Proveedora Potosina Ortrisa, S.A. de C.V.
 Así como los diversos contratos generados con cada uno de los proveedores y los diversos documentos relacionados con todo el proceso de compra.” Sic.
II. Ampliación del plazo para dar respuesta a Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 22 veintidós de agosto de 2024 dos mil veinticuatro, el sujeto obligado utilizó la ampliación del plazo para dar respuesta a la solicitud de acceso a la información pública y notificó al solicitante mediante el mismo sistema electrónico como se observa a continuación
:
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III. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 05 cinco de septiembre de 2024 dos mil veinticuatro, sujeto obligado notificó al solicitante, por el mismo medio electrónico, la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública
:

“ADJUNTO RESPUESTA” 
IV. Interposición del recurso. El 24 veinticuatro de septiembre de 2024 dos mil veinticuatro, a través del Sistema de Comunicación con los Sujetos Obligados de la Plataforma Nacional de Transparencia San Luis Potosí, el solicitante de la información interpuso recurso de revisión contra la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública mencionada en el punto anterior.

V. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de 25 veinticinco de septiembre de 2024 dos mil veinticuatro, recibido el 26 veintiséis del mismo mes y año. la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que, por razón de turno, tocó conocer a la ponencia de la Comisionada Sara Viridiana Tapia Rincón por lo que se le turnó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

 
VI. Auto de admisión y trámite. Por proveído de 26 veintiséis de septiembre de 2024 dos mil veinticuatro, la unidad de ponencia, acordó en los siguientes términos:

· Admitió a trámite el presente recurso de revisión.

· Tuvo como sujeto obligado al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, San Luis Potosí.
· Se actualizó la hipótesis establecida en la fracción IV y VII, del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado. 

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar-.  

· Se le tuvo al recurrente por señalada dirección electrónica para oír notificaciones.

Asimismo, se le requirió al sujeto obligado para que señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones, así como para que el servidor público que comparezca a realizar manifestaciones remitiera copia certificada del nombramiento que lo acreditara como tal.

Finalmente, se le hizo saber al recurrente que en términos del artículo 67 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del estado de San Luis Potosí  se encontraba a salvo su derecho para oponerse a la publicación de sus datos personales. 


VII. Informe sujeto obligado. Por proveído de 15 quince de octubre de 2024 dos mil veinticuatro, esta ponencia tuvo:

· Por recibido el oficio UT/1094/2024 recibido en la Oficialía de Partes de esta Comisión el 11 once de octubre de 2024 dos mil veinticuatro, signado por el Jefe de la de la Unidad de Transparencia, junto con anexos. 
· Por reconocida la personalidad del sujeto obligado.
· Por reconocida la personalidad del sujeto obligado.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.

· Por ofrecidas las pruebas documentales que adjuntó al oficio de cuenta.

· Por señalando domicilio para oír y recibir notificaciones.

Respecto de la parte recurrente, se advirtió que no compareció a formular, manifestaciones, alegatos y/o presentar pruebas que estimara convenientes.


Para concluir, el ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166, 167 y 168 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la falta de respuesta a su solicitud de acceso a la información pública por parte del sujeto obligado. 

TERCERO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 05 cinco de septiembre de 2024 dos mil veinticuatro, el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Por lo tanto, el plazo de los 15 quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 06 seis de septiembre de 2024 dos mil veinticuatro al 27 veintisiete del referido mes y año. 

· Siendo inhábiles los días del 07 siete, 08 ocho, 14 catorce, 15 quince, 16 dieciséis, 21 veintiuno y 22 veintidós de septiembre de 2024 dos mil veinticuatro, conforme al calendario de actividades aprobado por el pleno de este Organismo.
· Consecuentemente, si el 24 veinticuatro de septiembre de 2024 dos mil veinticuatro, el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.
CUARTO. Certeza del acto reclamado. Es cierto lo que se le reclama al sujeto obligado en virtud de que la solicitud de acceso a la información pública fue dirigida al municipio de que se trata como sujeto obligado de acuerdo al registro de la Plataforma Nacional de Transparencia. 

QUINTO. Causales de improcedencia. No se advierte actualización de alguna causal de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia.

SEXTO. Estudio de fondo.

6.1. Agravios. El recurrente expresó como agravio lo siguiente: “…Procedo con mi queja debido a que el Ayuntamiento de SLP no me entregó  completa la información solicitada y me está pidiendo realice un pago por entregarme  copias físicas de las diversas facturas pendientes, es muy importante señalar que a partir del 1° de enero de 2014  es obligatorio el uso de la factura electrónica para todos los contribuyentes sin importar el monto de sus ingresos o tipo de actividad y de acuerdo al artículo 29 del Código Fiscal de la Federación , todos los contribuyentes están obligados a emitir factura electrónica, por lo tanto por ley , el Ayuntamiento debe contar obligatoriamente con facturas digitales y que fue las que yo solicite: Por lo tanto, procedo con mi queja ante la negativa de entregar la información completa solicitada…” Sic.
6.1.1 Caso Concreto. Determinar si en el derecho de acceso efectuado en la solicitud de acceso que dio origen al presente recurso, se ajustó a los principios que rigen en materia de transparencia y acceso a la información pública.

6.1.2. Agravio fundado.

Ahora, previo al estudio de fondo y con el objeto de lograr claridad en la controversia planteada y en el tratamiento del tema en estudio, resulta conveniente recordar lo solicitado por el particular:

Requiero COPIA DIGITAL de todas las facturas pagadas durante la actual administración municipal 2021-24 a los siguientes proveedores: -S & I Consulting, S.A. de C.V. -MDSC Project, S.A.P.I de C.V. -El Remate del Bodegón, S.A. de C.V. -Proveedora Potosina Ortrisa, S.A. de C.V. Así como los diversos contratos generados con cada uno de los proveedores y los diversos documentos relacionados con todo el proceso de compra.

Posterior a una prórroga para dar respuesta a la solicitud, en respuesta la Unidad de Transparencia del sujeto obligado notificó el contenido del acuerdo de 05 de septiembre de 2024, mediante el cual insertó la respuesta emitida por la Tesorería Municipal a través del oficio TMT/033/2024, junto con un anexo relativo a 20 hojas simples en versión publica de diversas facturas. 

En vía de alegatos, por conducto de la unidad de transparencia el sujeto obligado reiteró su respuesta inicial, defendió la legalidad de su actuar y añadió un complemento a su respuesta inicial.

Por lo que hace a las documentales públicas ofrecidas y/o que obran en autos, este Órgano Colegiado le otorga valor probatorio en virtud de ser expedidas por el sujeto obligado en ejercicio de sus atribuciones, con fundamento en el artículo 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en aplicación supletoria a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información, de conformidad con lo establecido en el artículo 1° de la misma.

Sirve de criterio orientador la tesis aislada de la Segunda Sala de la Suprema Corte de justicia de la Nación, Registro digital: 268431, cuyo rubro es:

“[…] “DOCUMENTOS PUBLICOS, PRUEBA DE.”, DOCUMENTOS PUBLICOS, PRUEBA DE. Si bien es cierto que los documentos públicos hacen prueba plena de los hechos legalmente afirmados por la autoridad de que aquellos proceden, también lo es que, en caso de estar contradicho su contenido por otras pruebas, su valor queda a la libre apreciación del tribunal, de tal manera que lo hecho constar en un documento público puede ser desvirtuado por otras pruebas que, en concepto, del juzgador, sean plenas para contradecir lo asentado en aquel documento. […]” (sic)

De la anterior se desprende que los documentos públicos hacen prueba plena de los hechos legalmente afirmados por la autoridad de que aquellos proceden, y su valor queda a la libre apreciación de esta Comisión.

Expuestas las posturas de las partes, en primer término, es importante señalar lo que dispone el artículo 6 apartado A, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 

“Artículo 6o. 
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases: 

I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información…” 

La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, establece: 

“…Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
[…]

VII. Documento: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los sujetos obligados, sus Servidores Públicos e integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico; 

… 

Artículo 8. Los Organismos garantes del derecho de acceso a la información deberán regir su funcionamiento de acuerdo a los siguientes principios: 

… 

VI. Máxima Publicidad: Toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser además legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad democrática; 

… 

Artículo 129. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los Documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato en que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita.
Mientras que la Ley de Transparencia para el Estado de San Luis Potosí.
“ARTÍCULO 3°. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:

[…]
XIII. Documento: oficios, acuerdos, correspondencia, directivas, circulares, minutas, expedientes, reportes, estudios, contratos, actas, convenios, resoluciones, instructivos, memorandos, notas, estadísticas, sondeos, encuestas, expresiones y representaciones materiales que den constancia de un hecho o acto del pasado o del presente, de las entidades y de las personas en el servicio público en el ejercicio de sus funciones; o cualquier otro registro que documente la existencia y actividades de los sujetos obligados, sin excepción de su fuente, tipo o fecha de elaboración. Los documentos pueden ser papeles escritos, o en cualquier medio o formato impreso, sonoro, electrónico, fotográfico, gráfico, visual, holográfico, electrónico o digital;

“ARTÍCULO 8°. La CEGAIP deberá regir su funcionamiento de acuerdo a los siguientes

principios:

[…]
VI. Máxima Publicidad: toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser además legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad democrática;”
Del precepto constitucional transcrito se advierte que toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad.
En esa tesitura, el artículo 3, fracción XIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, define a un documento, como los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los sujetos obligados, sus servidores públicos e integrantes. 

Asimismo, el artículo 8, fracción VI de la Ley de la materia, define al principio de máxima publicidad en el sentido de que toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser además legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad democrática. 


Mientras que el artículo 129 de dicho ordenamiento establece que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato en que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita.  


Derivado de lo anterior, es posible desprender que el derecho de acceso a la información está sujeto al principio de documentación; es decir, comprende el acceso a los documentos generados, obtenidos, adquiridos, transformados o, en general, que se encuentren en posesión de los sujetos obligados.

Precisado lo anterior, verificará que se haya cumplido con el procedimiento de búsqueda previsto en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de San Luis Potosí: 

“ARTÍCULO 143. Las Unidades de Transparencia de los sujetos obligados deberán garantizar las

medidas y condiciones de accesibilidad para que toda persona pueda ejercer el derecho de acceso a la información, mediante solicitudes de información y deberá apoyar al solicitante en la elaboración de las mismas, de conformidad con las bases establecidas en el presente Título.”
“ARTÍCULO 151. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los Documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato en que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita.

En el caso de que la información solicitada consista en bases de datos se deberá privilegiar la entrega de la misma en Formatos Abiertos.”
“ARTÍCULO 153. Las Unidades de Transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada.”
“ARTÍCULO 155. El acceso se dará en la modalidad de entrega y, en su caso, de envío elegidos por

el solicitante. Cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega. 
En cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.”
De la normatividad citada, se desprende lo siguiente:

1. Las Unidades de Transparencia deben garantizar que las solicitudes de información se turnen a todas las unidades administrativas que sean competentes, además de las que cuenten con la información o deban tenerla, conforme a sus facultades, competencias y funciones, el cual tiene como objeto que se realice una búsqueda exhaustiva y razonada de la información requerida.

2. Los sujetos obligados están constreñidos a otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, funciones y competencias, en el formato que la solicitante manifieste, dentro de los formatos existentes.

3. El acceso se dará en la modalidad de entrega y en su caso, de envío elegido por el solicitante, en caso de que no pueda entregarse en dicha modalidad, el sujeto obligado deberá ofrecer otras.

En el caso que nos ocupa, el sujeto obligado turnó la solicitud de información a la Tesorería Municipal que es la unidad administrativa que de conformidad con el artículo 81 de la Ley Orgánica del Municipio Libre tiene entre sus facultades y atribuciones: III. Determinar, liquidar y recaudar los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos que correspondan al Municipio conforme a la respectiva ley de ingresos municipal y demás leyes fiscales; así como administrar las participaciones y transferencias en contribuciones federales y estatales; 
Por lo anterior, se tiene que dicha unidad administrativa es competente para conocer de lo solicitado.

En alegatos, el sujeto obligado informó entre otras manifestaciones lo siguiente:
“Es entonces concluyente que la naturaleza del documento, factura digital o CFDI cuyo carácter digital, debe cumplir con características específicas a fin de que el valor del mismo subsista para los fines planteados por la autoridad generadora y requiere del mismo”
Al respecto es de precisar, que un comprobante fiscal digital por internet (CFDI) es un documento electrónico que avala las operaciones comerciales ante el Servicio de Administración Tributaria (SAT). Se trata de una factura electrónica que cumple con los requisitos legales y reglamentarios del SAT. 

El CFDI es un elemento indispensable para las empresas, ya que:

· Describe el producto o servicio adquirido 

· Incluye la fecha de la transacción 

· Muestra el costo y los impuestos correspondientes 

· Brinda seguridad y respaldo a las operaciones comerciales 

· Facilita el cumplimiento de las obligaciones fiscales 

· Permite llevar un control de los ingresos y egresos 

Los contribuyentes deben emitir comprobantes fiscales por los actos o actividades que realicen, por los ingresos que perciban o por las retenciones de contribuciones que efectúen.


Ahora, en el caso concreto si la inconformidad del ahora recurrente versa sobre la negativa de entregar de manera completa la información, cabe precisar que no negó la información por no poseerla, sino en todo caso la esencia del motivo de inconformidad  versa respecto la entrega o puesta a disposición de información en una modalidad o formato distinto al solicitado,  esto es, que intención de la autoridad responsable es realizar versión publica de un total de 660 documentos que corresponden a diversos proveedores.

En ese tenor, este Organismo advierte que por la propia naturaleza de la información tal y como ya quedó señalado por la propia autoridad responsable, no es susceptible de protección toda vez que la misma debe contener los nombres de los prestadores de servicios, los datos del prestador del bien o servicio contratado al sujeto obligado quien maneja o aplica recursos públicos, además que la información concerniente a proveedores resulta ser una obligación de transparencia común (información pública de oficio).  

A mayor abundamiento, de las constancias que obran en el expediente se advierten algunas versiones públicas de las facturas proporcionadas, empero, dicha clasificación no se encuentra realizada de manera correcta por la autoridad responsable toda vez que omitió señalar los criterios y lineamientos que siguió para clasificar la información, aunado a ello a que fue omisa o no adjuntó el Acta del Comité de Transparencia.

Ahora bien, en relación con el procedimiento que los sujetos obligados deben seguir para declarar la clasificación de la información, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí dispone lo siguiente: 

“Artículo 125. Cuando un documento o expediente contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, los sujetos obligados a través de sus áreas, para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una versión pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica, fundando y motivando su clasificación, en términos de lo que determine el Sistema Nacional. 

... 


Artículo 159. En caso de que los sujetos obligados consideren que los documentos o la información deba ser clasificada, se sujetará a lo siguiente:

El Área deberá remitir la solicitud, así como un escrito en el que funde y motive la clasificación al Comité de Transparencia, mismo que deberá resolver para: 
I. Confirmar la clasificación; 
II. Modificar la clasificación y otorgar total o parcialmente el acceso a la información, y III. Revocar la clasificación y conceder el acceso a la información. 

El Comité de Transparencia podrá tener acceso a la información que esté en poder del Área correspondiente, de la cual se haya solicitado su clasificación. 

La resolución del Comité de Transparencia será notificada al interesado en el plazo de respuesta a la solicitud que establece el artículo 154 de la presente Ley…” 

De lo anterior, se desprende que: 
a) Cuando los documentos o expedientes contengan partes o secciones confidenciales, los sujetos obligados, a través de sus áreas, deberán elaborar una versión pública en la que testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica, y fundando y motivando su clasificación. 

b) El Comité de Transparencia emitirá una resolución en la que confirme, modifique o revoque dicha clasificación, la cual será notificada al solicitante en un plazo que no podrá exceder el plazo previsto en el artículo 154 de la Ley de la materia. 


Por su parte, en el artículo 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, se establece lo siguiente:

“Artículo 138. Se considera información confidencial la que contiene datos personales concernientes a una persona identificada o identificable. 

De conformidad con los artículos en cita, se desprende que por datos personales debe entenderse cualquier información concerniente a una persona física identificada o identificable. 


Delimitado lo anterior, esta Comisión  también advierte que el apartado de los eliminados se aprecia de forma incompleta, es decir la relación de los números no es consecutiva.


No obstante, lo anterior, este organismo no pasa inadvertida la solicitud en razon de atender lo resuelto en sesión de pleno de 07 de febrero de 2023, en el recurso de revisión 2120/2023-3 del índice de este Órgano Colegiado, sin embargo, no resulta aplicable al caso que aquí nos ocupa, toda vez que lo ahí solicitado es relativo a recibos de pago oficial (CFDI), de cierto servidor público, documento que por evidentemente debe contener datos susceptibles de protección, como lo es RFC, CURP, Numero de Seguridad Social, entre otros.  

Precisado lo anterior, resulta importante traer a cuenta lo que establece la Resolución Miscelánea Fiscal para el ejercicio 2021: 

“Entrega del CFDI por concepto nómina 

2.7.5.2. Para los efectos de los artículos 29, segundo párrafo, fracción V del CFF y 99, fracción III de la Ley del ISR, los contribuyentes entregarán o enviarán a sus trabajadores el CFDI en un archivo con el formato electrónico XML de las remuneraciones cubiertas. 

Los contribuyentes que se encuentren imposibilitados para cumplir con lo establecido en el párrafo anterior, podrán entregar una representación impresa del CFDI. Dicha representación deberá contener al menos los siguientes datos: 

I. El folio fiscal. 

II. La clave en el RFC del empleador.
III. La clave en el RFC del empleado. 

Los contribuyentes que pongan a disposición de sus trabajadores una página o dirección electrónica que les permita obtener la representación impresa del CFDI, tendrán por cumplida la entrega de los mismos. 

Los empleadores que no puedan realizar lo señalado en el párrafo que antecede, podrán entregar a sus trabajadores las representaciones impresas del CFDI de forma semestral, dentro del mes inmediato posterior al término de cada semestre. 

La facilidad prevista en la presente regla será aplicable siempre que al efecto se hayan emitido los CFDI correspondientes dentro de los plazos establecidos para tales efectos. 

CFF 29, LISR 99”


Como puede advertirse, para los efectos de los artículos 29, segundo párrafo, fracción V del CFF y 99, fracción III de la Ley del ISR, los contribuyentes entregarán o enviarán a sus trabajadores el CFDI en un archivo con el formato electrónico XML de las remuneraciones cubiertas.

 
Por tales motivos, el agravio vertido por el particular en el presente recurso de revisión resulta fundado.


6.2. Sentido y efectos de la resolución.


Por lo anteriormente expuesto, al haber resultado fundado el agravio, con fundamento en el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia, lo procedente es Modificar la respuesta proporcionada por el sujeto obligado y se ordena que emita otra respuesta en la que:

· Permita el acceso a la información solicitada y en la modalidad requerida, a saber: Requiero COPIA DIGITAL de todas las facturas pagadas durante la actual administración municipal 2021-24 a los siguientes proveedores: -S & I Consulting, S.A. de C.V. -MDSC Project, S.A.P.I de C.V. -El Remate del Bodegón, S.A. de C.V. -Proveedora Potosina Ortrisa, S.A. de C.V. Así como los diversos contratos generados con cada uno de los proveedores y los diversos documentos relacionados con todo el proceso de compra.


6.3. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con el artículo 175, última parte, de la Ley de Transparencia el ente obligado deberá estarse a lo siguiente:

· La información debe de entregarse en la modalidad solicitada en la inteligencia de que en virtud de que la recurrente expresó que la modalidad de entrega de la información fuera la electrónica, y toda vez que ya no es posible que la autoridad proporcione la información solicitada mediante la Plataforma Nacional, ésta deberá hacerlo a través del correo electrónico señalado por la particular en el recurso de revisión. 

· El sujeto obligado deberá de cuidar que la información que al efecto entregue no contenga datos personales como confidenciales, pues en caso de contener información con esos datos, deberá de elaborar la versión pública.

· Se concede al sujeto obligado el plazo de diez días para la entrega de la información.

· De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el sujeto obligado deberá de informar a esta Comisión el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de los tres días siguientes al cumplimiento de la resolución.


6.4. Modalidad de entrega.

Podrá otorgar la información en una modalidad distinta a la solicitada, siempre y cuando funde y motive dicha circunstancia y no se trate de aquella que previenen las obligaciones de transparencia, conforme a los artículos 149 y 165 de la Ley de la materia y demás aplicables.

6.5. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.


Se apercibe al ente obligado que, en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia. 

Por último, se hace de conocimiento del recurrente que, en caso de no estar de acuerdo con los términos de la resolución dictada, podrá impugnar la presente ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales y/o a través del Juicio de Amparo indirecto, que promueva ante el Poder Judicial de la Federación, esto con fundamento en el artículo 159 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

Por lo expuesto y fundado, el Pleno de esta Comisión resuelve:

RESOLUTIVOS 

ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública MODIFICA el acto impugnado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando sexto de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la parte recurrente por el medio que designó, lo anterior, en cumplimiento al acuerdo CEGAIP 204/2023 emitido por el Pleno de este Organismo en Sesión Extraordinaria de 15 quince de febrero de 2023 dos mil veintitrés.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrado por el Comisionado José Gerardo Navarro Alviso, Presidente, por las Comisionadas Sara Viridiana Tapia Rincón y  Ana Cristina García Nales  siendo ponente la segunda de los nombrados, quienes, en unión de la Licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Pleno que da fe, firman esta resolución. 
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